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L
as cuatro columnas anteriores 
diagnosticaron, delimitaron, 
distinguieron lo admisible de 

lo improcedente y propusieron 
una arquitectura institucional. Es-
ta quinta cierra la serie con lo que 
el diagnóstico exige: una hoja de 
ruta concreta, ordenada por hori-
zonte temporal y por viabilidad 
institucional. No una agenda ideal 
sino la lista corta de medidas que 
el sistema argentino puede efecti-
vamente tomar antes del próximo 
ciclo electoral. 

De todas las medidas posibles, la 
hoja de ruta retiene las que cum-
plen tres condiciones simultáneas. 

Primero, viabilidad institucio-
nal: pueden adoptarse con los ins-
trumentos normativos disponi-
bles, sin requerir reforma legisla-
tiva que no va a producirse en pla-
zo electoral.  

Segundo, eficacia operativa: 
producen efecto verificable, no só-
lo declaración.  

Tercero, reversibilidad: si el di-
seño resulta insuficiente o excesi-
vo, admite ajuste sin desmontar la 
arquitectura completa. 

Las medidas que requieren re-
forma legislativa amplia, consen-
so multipartidario o creación de 
organismos nuevos quedan, deli-
beradamente, fuera del horizonte 
de esta hoja de ruta. No porque no 
importen sino porque su discu-
sión pertenece a otro plano y sue-
le servir de excusa para no hacer 
lo que sí está al alcance. 

En el horizonte inmediato, los 
próximos seis meses, cuatro me-
didas concentran la mayor rela-
ción entre eficacia y viabilidad. 

La primera es una acordada de 
la Cámara Nacional Electoral 
que establezca obligación de eti-
quetado de contenido sintético 
en piezas de campaña electoral. 
El estándar técnico puede tomar 
como referencia el Art. 50 del Re-
glamento de Inteligencia Artifi-
cial (IA) de la Unión Europea -
cuyas obligaciones de transpa-
rencia sobre contenido sintético 
entran en aplicación en agosto 
de 2026-, adaptado al alcance del 
régimen argentino. La acordada 
es el instrumento adecuado: ágil, 
propio de la competencia electo-
ral y consistente con la tradición 
regulatoria del fuero. No requie-
re ley. 

La segunda es un protocolo de 
cooperación entre la justicia elec-
toral y las principales plataformas 
digitales con operación en el país, 
con catálogo acotado de obligacio-
nes operables: preservación de 
contenido y metadata ante denun-
cia, plazos de respuesta a requeri-
mientos judiciales durante el perí-
odo de campaña, transparencia de 
pauta política con detalle de seg-
mentación. La forma jurídica del 
protocolo admite distintas varian-
tes; lo decisivo es que existan obli-
gaciones medibles y un canal úni-
co de interlocución. 

La tercera es la designación ex-
presa, dentro de un organismo 
existente, del nodo técnico al que 
la justicia electoral pueda derivar 
requerimientos de peritaje en 
materia de contenido sintético, 
redes coordinadas y auditoría di-
gital. La discusión sobre cuál or-
ganismo es la sede más adecuada 
es legítima; lo que no es legítimo 
es seguir postergando la designa-
ción bajo argumento de que la 
discusión no está cerrada. La de-
signación incompleta es preferi-
ble a la indefinición prolongada. 

La cuarta es un protocolo pro-
cesal interno de la justicia electo-

ral para tratamiento de denuncias 
urgentes de suplantación de iden-
tidad y de interferencia con el acto 
comicial durante el período críti-
co de campaña. Plazos sumarísi-
mos, audiencias de partes en ho-
rarios extendidos, guardias du-
rante la última semana de campa-
ña y la jornada electoral. La nece-
sidad quedó constatada en el pro-
pio ciclo 2025, cuando la vía del 
amparo preventivo genérico -dis-
cutida en la tercera columna de 
esta serie- mostró sus límites en 
sede judicial sin que existiera un 
carril procesal alternativo. Es tra-
bajo de organización interna, no 
de reforma normativa. 

En el horizonte intermedio, ha-
cia el ciclo electoral 2027, hay tres 
líneas de trabajo razonablemente 
exigentes pero alcanzables. La pri-
mera es la consolidación del regis-
tro de pauta digital política con 
detalle de segmentación, exigibili-
dad real y acceso público. La dis-
cusión técnica sobre formato es 
secundaria; la condición operativa 
es que el incumplimiento tenga 
consecuencia, no sólo registro. 

Sin consecuencia, el registro se 
transforma en formalidad y la 
asimetría entre fuerzas con capa-

cidad técnica desigual se repro-
duce intacta. 

La segunda es el desarrollo de 
capacidades propias de la autori-
dad electoral en fiscalización digi-
tal: detección de redes de cuentas 
coordinadas, cruce sistemático 
entre rendiciones de cuentas y 
pauta efectivamente verificable, 
auditoría de cobertura territorial. 
No es trabajo que pueda terceri-
zarse en su totalidad: requiere 
planta propia, formación conti-
nua y herramientas técnicas. La 
inversión es modesta comparada 
con el beneficio institucional. 

La tercera es la incorporación 
gradual de IA como asistencia en 
tareas administrativas e instru-
mentales del proceso electoral, 
bajo el principio establecido en 
la segunda columna de la serie: 
la IA prepara, no decide. Depura-
ción de padrón asistida, clasifi-
cación preliminar de boletas, 
búsqueda y sistematización de 
antecedentes para resolución de 
impugnaciones. Cada incorpora-
ción con decisión expresa sobre 
validación humana, motivación 
y trazabilidad. 

Algunas medidas no admiten 
sustituto reglamentario. Convie-

ne nombrarlas para no inducir a 
error sobre el alcance de la hoja 
de ruta. La actualización del régi-
men de financiamiento de cam-
pañas para incorporar el rubro 
pauta digital segmentada como 
categoría específica, con reglas 
propias de tope y reporte, requie-
re reforma de la ley 26215. La mo-
dernización del régimen de pro-
tección de datos personales, par-
ticularmente en lo relativo a per-
filamiento electoral, requiere re-
forma de la ley 25326, en discu-
sión legislativa hace años. Un ré-
gimen procesal específico para 
tutela preventiva electoral -del ti-
po discutido en la tercera colum-
na- requiere ley en sentido formal 
y consenso parlamentario que 
hoy no está visible. Que estas me-
didas requieran ley no las con-
vierte en menos importantes; las 
ubica en otro plano. La hoja de 
ruta operable se construye con lo 
que sí puede hacerse, y la presión 
por la reforma legislativa se man-
tiene en paralelo. 

A lo largo de la serie aparecieron 
cuatro principios que conviene re-
tomar sintéticamente. La afecta-
ción es electoral, no tecnológica, y 
eso define la competencia y los es-
tándares. La IA prepara,no decide, 
en las funciones de la justicia elec-
toral. La tutela preventiva es admi-
sible cuando el objeto es la integri-
dad de la fuente o del proceso, no 
el contenido del discurso. La res-
puesta institucional se construye 
sobre asignaciones expresas de 
competencia, no sobre declara-
ciones de principios. 

Los cuatro principios conver-
gen en una pregunta institucional 
que no es nueva pero que la incor-
poración de IA vuelve más urgen-
te: si el sistema electoral argentino 
va a sostener el ritmo de las próxi-
mas elecciones con las capacida-
des del régimen anterior, o si va a 
actualizarse a la altura del fenó-
meno que tiene enfrente. La ac-
tualización no exige refundación. 
Exige, sí, decisión. 

La hoja de ruta de las páginas 
anteriores es la lista corta de las 
decisiones que están al alcance. 

Algunas son acordadas, otras 
son protocolos, otras son designa-
ciones expresas, otras son prácti-
cas internas de organización. Nin-
guna es heroica. Todas son, en tér-
minos institucionales, bastante 
modestas. Su carácter modesto es 
precisamente lo que las hace ur-
gentes. No esperan reforma legis-
lativa, no esperan consenso multi-
partidario, no esperan condicio-
nes ideales. Esperan, apenas, que 
se tomen. 

Una hoja de ruta: qué hacer antes 
del próximo calendario electoral
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